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 PRÓLOGO: 

Durante un proceso, las medidas cautelares son adoptadas con la 
finalidad de asegurar un resultado futuro que pudiera 
producirse, donde su objeto es la  preservación anticipada de 
una consecuencia previsible que se realizará en el curso del 
proceso. Así las medidas cautelares podemos entenderla en 
todos los procesos como la justificación necesaria de tiempo 
para la tutela de los derechos de la persona del caso concreto, 
donde esa necesidad de tiempo implicará en sí mismo que el 
riesgo de la sentencia dictada sea ineficaz, en particular si el 
sujeto pasivo ha logrado que la sentencia no se haya ejecutado. 
Por todo esto nace la figura de la medida cautelar, cuyo fin es 
consolidar las funciones de juzgar y de ejecutar. 

 

Por otro lado el sobreseimiento se encuentra regulado en 
el Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, por el que se 
aprueba la Ley de Enjuiciamiento Criminal, situado en su Libro II 
“del sumario”, Título XI “de la conclusión del sumario y del 
sobreseimiento” y más concretamente en su Capítulo II, “el 
sobreseimiento”.  

La esencia del “sobreseimiento”, podemos extraerla desde el 
ámbito de cuando la justicia y los fines exigibles en el proceso 
penal obligan a su fin, fundamentado por: 

- La inocencia del sospechoso. 

- La inexistencia de comisión de hecho punible. 
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1. MEDIDAS CAUTELARES. 

Durante un proceso, las medidas cautelares son adoptadas con la finalidad 
de asegurar un resultado futuro que pudiera producirse, donde su objeto 
es la  preservación anticipada de una consecuencia previsible que se 
realizará en el curso del proceso. Así las medidas cautelares podemos 
entenderlas en todos los procesos como la justificación necesaria de 
tiempo para la tutela de los derechos de la persona del caso concreto, 
donde esa necesidad de tiempo implicará en sí mismo que el riesgo de la 
sentencia dictada sea ineficaz, en particular si el sujeto pasivo ha logrado 
que la sentencia no se haya ejecutado. Por todo esto nace la figura de la 
medida cautelar, cuyo fin es consolidar las funciones de juzgar y de 
ejecutar. 

En lo que respecta a su regulación, si atendemos al Real Decreto de 3 de 
febrero de 1881, por el que se aprueba el proyecto de reforma de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, se observa su carencia referente a la regulación 
unitaria o general de las medidas cautelares, ya que en su interior no 
contenía tan siquiera la finalidad jurisdiccional de aseguramiento de los 
derechos debatidos en el proceso, que eran tratados de forma dispersa y 
difusa, apreciándose además desorganización y carencia sistemática. 

Curiosamente, este desorden fue resuelto por la Ley de Enjuiciamiento 
Civil 1/2000, la cual le dio tratamiento general a las medidas cautelares, 
mediante la redacción de su Libro III “de la ejecución forzosa y de las 
medidas cautelares” y más concretamente en su Título IV “de las medidas 
cautelares”, a través de de los cuales y mediante una regulación genérica, 
se le proporciona al detenido “un catálogo de tratamiento” procesal de la 
materia. 

De este modo, la Ley de Enjuiciamiento Civil reconoce a la medida cautelar 
como una parcela de la actividad judicial así como su participación en la 
tutela jurisdiccional tal y como se refleja en su artículo 5. En este ámbito 
también es muy destacable para ampliar nuestros conocimientos, indagar 
en la Sentencia del Tribunal Constitucional STC 218/1994, de 18 de julio 
por la que se destaca la regulación genérica de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil que mencionábamos. 
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Diseño esquema propio 

Hemos aprendido que las medidas cautelares son instrumentos procesales 
utilizados al objeto de otorgar efectividad al proceso así como a la 
sentencia en un futuro, dando las siguientes garantías: 

 

 

 

 

 

 

 

Tras el esquema anterior, se nos presenta la figura conocida por la 
doctrina como “presupuestos”, entendiéndose como imprescindibles por 
lo que condicionan la adopción de las medidas cautelares, que como 
veremos se relacionan íntimamente con el derecho material. Muy 
destacable en este sentido encontramos al artículo 728 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, en adelante LEC, donde se enumeran varios de los 
principios a los que deberá de responder la solicitud de medidas 
cautelares para su acogimiento por un Juez, siendo esta tres: 

 

EL PELIGRO POR LA MORA PROCESAL

APARIENCIA DE BUEN DERECHO

LA CAUCIÓN

 
Comportan aseguramiento al desarrollo 

 

 

A modo de cumplimiento de la sentencia 
condenatoria, aseguran a personas y bienes 

 

 

GARANTÍAS 
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A continuación procederemos a descomponer estos principios para poder 
interiorizar mejor sus conceptos, para saber interpretarlos desde el puro 
sentido de la proporcionalidad, ya que en la búsqueda de la finalidad así 
como de  sus circunstancias concurrentes, se exigirá un juicio de la 
razonabilidad, dado que si se usaran medidas desproporcionadas o 
irrazonables, no estaremos ante una medida cautelar, como en tantas 
ocasiones ha llegado a manifestar el Tribunal Constitucional. De este 
modo diremos que: 

 

 PELIGRO POR LA MORA PROCESAL “periculum in mora”. 

También conocida como daño jurídico específico, es derivado de una 
duración de la actividad jurisdiccional penal, donde el investigado podrá 
aprovechar en  la búsqueda de situarse en una situación capaz de frustrar 
la ulterior efectividad de la sentencia. Es evidente, que no nos 
encontramos ante un presupuesto amparado en el principio de 
constitucionalidad del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, tal y 
como refiere el artículo 24.2 de la Constitución española de 1978, sino 
más bien se forjará en eventualidades que afectarán al derecho material 
discutido en la “litis” y que con casi total seguridad convertirán en ilusoria 
la posible resolución estimatoria del pleito. 

Este presupuesto admitirá una doble perspectiva que habrá de ser 
valorada por el Tribunal al que se solicite la medida cautelar, viéndose 
cómo se pone en peligro tanto a las personas como al patrimonio del 
investigado: 

- Para las medidas cautelares personales, el presupuesto contiene el posible 
riesgo de fuga del investigado, condicionado a la duración del 
procedimiento y a la gravedad de la pena. 

- Para las medidas patrimoniales, se observará como se encontrará implícito 
el peligro de ocultación de la cosa o de insolvencia. 

Si se apreciase este peligro en la tramitación del proceso, este deberá ser 
justificado por el solicitante de la medida, tal y como se redacta en el 
artículo 728.1 de la LEC. 



 
L A  P O L I C Í A  L O C A L  Y  S U  R E L A C I Ó N  C O N  E L  Á M B I T O  P R O C E S A L  ( M E D I D A S  

C A U T E L A R E S  Y  S O B R E S E I M I E N T O )  
Página 8 

 

 

 

 

 

 LA APARIENCIA DE BUEN DERECHO “fumus boni iuris”. 

Mediante el uso de este requisito, en base al artículo 728 LEC, se le 
impondrá al solicitante junto con la presentación de la solicitud, los 
instrumentos probatorios que respalden la pretensión cautelar. 

Es importante saber de lo anterior, la modificación del mismo en la 
expresión “o por otros medios si carece de documentos”, por lo 
introducido por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la 
legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial, que 
refleja “en defecto  de justificación documental, el solicitante podrá 
ofrecerla por otros medios de prueba, que deberá proponer en forma en el 
mismo escrito”. 

Este artículo en su regulación no exige un estudio profundo de la cuestión 
pero si un análisis superficial que sirva para apreciar la veracidad en la 
concurrencia de la existencia de indicios por parte del solicitante. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Poseen un papel preponderante, como se puede leer en el 
artículo 39 del Convenio de Bruselas, al encontrarse orientado a 
evitar la desaparición de los bienes, donde la efectividad de una 

posible sentencia estimatoria, será satisfactoria si se adoptaron las 
medidas necesarias que evitasen la desaparición de los bienes del 

demandado durante la dilación temporal del proceso. 

 

Es el complemento necesario para “el peligro por la mora 
procesal”, aunque su carácter complementario lo relegue a un plano 

secundario, pero su valoración ponderada en la valoración de la 
conjunción de ambos elementos redactarán las pautas a seguir en la 

concesión de la medida cautelar. 
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La caución responde a un aspecto accesorio o secundario de las 

medidas cautelares, ya que posee virtualidad subordinada, dado que 
surgen en el proceso cuando los mismos han resultado determinantes en 
la concesión de la medida. Por este motivo se entiende a la caución, como 

requisito indispensable para la ejecución de la medida cautelar aunque 
no exista una decisión sobre la concesión de la medida solicitada, 

careciendo hasta entonces de viabilidad. 

Estas condiciones sitúan a la caución en segundo plano respecto a 
los considerados como auténticos presupuestos o requisitos de las 

medidas cautelares como son: 

 

- EL PELIGRO POR LA MORA PROCESAL. 

- LA APARIENCIA DE BUEN DERECHO. 

 

 LA CAUCIÓN. 
Es destacable como las medidas cautelares se encuentran subordinadas a 
la prestación de caución suficiente y adecuada al objeto de garantizar los 
daños y perjuicios originados al patrimonio del sujeto pasivo que las 
aporta. 

Con carácter necesario e imprescindible no existe la posibilidad de 
prescindir de su prestación ni en casos de extrema urgencia, salvo 
dispensa expresa específica donde el solicitante de las medidas plasmará 
en su escrito de solicitud de las medidas cautelares, la clase y la suficiencia 
de la caución aseguradora de los daños. 

Su “necesariedad” se encontrará resaltada por el hecho de que la 
presentación deberá ser anterior a la ejecución de la medida decretada. 
Añadir también que será el Tribunal Constitucional quien dependiendo de 
las circunstancias del hecho, dispensará de la obligación de prestar 
caución en los procedimientos con acciones de cesación en defensa de los 
intereses colectivos así como de los intereses de consumidores y usuarios. 
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Decididamente, nos adentraremos en las características propias de las 
medidas cautelares, siendo en su totalidad hasta ocho (8) puntos los que 
destacaremos a continuación: 

 

 

 

 

 

 

En consecuencia procedamos a la ampliación de estas características 
propias de las que diremos: 

 

 » LA JURISDICCIONALIDAD.  

Esta medida solo podrá ser decretada por el órgano jurisdiccional 
competente, quién la motivará como consecuencia de su naturaleza de 
acto limitativo de derechos. 

 

 

1
2
3
4
5
6
7
8

LA JURISDICCIONALIDAD 

ROGACIÓN DE PARTE 

INSTRUMENTALIDAD 

PROVISIONALIDAD 

TEMPORALIDAD 

SIST. NUMERUS APERTUS 

DISCRECIONALIDAD 

SENTIDO PATRIMONIAL 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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 » LA ROGACIÓN DE PARTE.  

La existencia de petición de parte acordará las medidas cautelares, donde 
el Juez no podrá adoptarla de oficio ya que se encuentra prohibido en el 
artículo 722.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, siendo el único caso por el 
que se le permite al Juez la adopción para los casos de procesos 
especiales. 

 

 » LA INSTRUMENTALIDAD O ACCESORIEDAD.  

En este apartado la medida cautelar se justificará solamente con relación a 
otro proceso, denominado principal, del que tiende a garantizar su 
resultado. Para ello deberá responder a un criterio de proporcionalidad, 
careciendo de autonomía e independencia, así como que se encuentra 
condicionada en base al artículo 726.1 de la LEC. 

 

 » LA PROVISIONALIDAD.  

Donde la medida cautelar no pretenderá convertirse en definitiva, siendo 
este el motivo por el que cuando deja de ser necesaria en el proceso 
principal, desaparece. 

 

 » LA TEMPORALIDAD.  

La duración de la medida cautelar será limitada ya que por su naturaleza, 
se extingue al desaparecer las causas que la motivaron y en lo respectivo a 
los derechos fundamentales podrán disponer de una limitación temporal 
máxima, legalmente establecida aun cuando subsistiera por razones para 
su mantenimiento. Esta condición se encuentra muy ligada a la citada en 
anterioridad. 

 

 » EL SISTEMA DE NUMERUS APERTUS.  

La Ley de Enjuiciamiento Civil, define un amplio y detallado catálogo de 
adopción de medidas cautelares, con la finalidad de acoger la variada 
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casuística de situaciones jurídicas existentes para poder integrarlas al 
proceso en cuestión y donde no se pretende atender a todos los 
supuestos que en la práctica puedan plantearse, introduciéndose 
finalmente una formula general para la admisión de cualquier medida 
encaminada a asegurar un resultado definitivo del pleito. 

 

» LA DISCRECIONALIDAD.  

Dimanante de la jurisdiccionalidad y la dispositividad, su concesión se 
determina por la prosperabilidad de su adopción, quedando subordinada 
a la facultad discrecional del órgano competente en su adopción, para 
posteriormente analizar las circunstancias del supuesto planteado al 
objeto de pronunciarse en su concesión. 

 

 » EL SENTIDO PATRIMONIAL.  

Las medidas cautelares y su regulación normativa está inculcada de un 
sentido patrimonial muy profundo, orientado en la protección del interés 
económico y tratando de que sus garantías recaigan sobre los bienes 
patrimoniales. 
 
 
Por otra parte y cambiando de tema, es conveniente saber que para la 
solicitud de una medida cautelar no será obligatoria la intervención de 
Abogado ni de procurador, pudiendo estas generalmente ser interesadas 
de manera conjunta en la demanda o también pueden ser anticipadas 
cuando se aconseje por razones de urgencia. 

El período de validez será de 20 días y si finalizara el plazo sin presentarse 
la demanda, la medida cautelar caducará. 

Ya sabemos que para su concesión, será necesaria previa audiencia de la 
parte opuesta con una posible aportación y práctica de pruebas, a 
excepción de supuestos de urgencia perentoria. 

Igualmente se podrán solicitar y conceder estas medidas mediante 
segunda instancia y durante la tramitación de recursos extraordinarios por 
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infracción procesal o casación, pero su resolución para la concesión de la 
medida cautelar no será susceptible del recurso de casación. Puntualizar 
también que en base a la Ley Orgánica 7/2015 de 21 de julio, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, el 
secretario judicial pasa a ser denominado en la actualidad como Letrado 
de la Administración de Justicia. 

Enlazado al tema en cuestión, es francamente notorio el alzamiento de las 
medidas cautelares para los casos de sentencias absolutorias, ya que por 
medio de la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización 
procesal, se redacta la regulación surgida para los casos de que sean 
recurridas, lográndose con ello una legislación muchísimo más 
especificada y acorde que la recogida en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Concluido el tema anterior, proseguiremos desarrollando nuestro trabajo 
hablando de las clases de medidas cautelares existentes, de las cuales 
podemos destacar hasta tres grandes grupos como son lo que se exponen 
en el siguiente esquema. 

 
 

 

MEDIDAS 
CAUTELARES

MEDIDAS 
CAUTELARES 
PERSONALES

MEDIDAS 
CAUTELARES 
ESPECÍFICAS

MEDIDAS 
CAUTELARES 

PATRIMONIALES

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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A continuación, descompondremos el esquema anterior, para profundizar 
sobre la tipología de las medidas cautelares, al objeto de un mejor 
entendimiento de la materia. 

  

 LAS MEDIDAS CAUTELARES PERSONALES. 

De carácter excepcional, las medidas cautelares personales se alejan de 
los principios característicos generales, siendo solamente aplicables a 
procesos muy concretos. Este tipo de medidas suponen una limitación o 
prohibición de las libertades individuales del imputado, permitiéndose 
incluso la limitación o prohibición de su libertad de movimientos para 
tratar de evitar la manipulación o destrucción de pruebas. Es evidente que 
estas medidas cautelares personales se usan para la protección de los 
derechos de las víctimas y el Juez goza de mayor discrecionalidad en su 
adopción, además la intervención del Ministerio Fiscal es necesaria ya que 
por lo general, éstas se dictan para el aseguramiento de situaciones que 
precisan de la actuación de oficio así como para salvaguardar los derechos 
que afectan a las personas que  los representan como por ejemplo pueda 
suceder en el caso de menores, incapaces, etc. 

Ciertamente, admite una gran variedad en su contenido, encontrándose 
regulado en el artículo 486 y siguientes (ss) de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (LECrim), donde la más destacable es “la detención”, de la que 
podemos decir: 

La detención es una medida precautelar personal consistente en la breve 
privación de libertad ya que se limitará temporalmente, al objeto de poner 
a disposición de la autoridad judicial al sujeto detenido, para que resuelva 
en base a las condiciones legales sobre su condición personal y teniendo 
presente: 

- La privación de libertad por tiempo mayor (prisión provisional). 

- La adopción de medidas cautelares menos gravosa (libertad 
provisional). 

- El restablecimiento al derecho de libertad por falta de presupuestos. 
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Se fundamenta en los artículos 489 a 501 
de la LECRIM 

 

 

Es una medida personal porque incide sobre el 
derecho a la libertad 

LA 
DETENCIÓN 

La Jurisdiccionalidad 

La Temporalidad 

La Provisionalidad Es una medida 
precautelar, 

caracterizada por 

La Instrumentalidad 

Como se indicó anteriormente, nos encontramos ante una medida 
precautelar que se encuentra presuntamente fusionada con la comisión 
de un delito, que podría acarrear una causa penal y finalmente la 
adopción de una medida cautelar, sirviéndonos como elementos de 
fundamento en la detención lo que se redacta a continuación: 

 

 

 

 

Para continuar, diremos que la regulación de las modalidades de la 
detención se encuentra recogida en los artículos 490 a 492 de la LECrim, 
donde se configuran varias de ellas, en base a la facultad de los sujetos 
que van a detener y al momento en que se realiza la detención. De este 
modo indicaremos que las modalidades de detención previstas son: 

No se considerará detención precautelar el mero 
hecho de identificar a una persona  (privación de 

libertad breve) 

Si gozan de prorrogativas, la posibilidad quedará 
condicionada al fragrante delito o a su gravedad 

Se fundamenta en los artículos 489 a 501 LECRIM 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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OTROS TALES COMO: 

 

-Las ordenes de alejamiento. 

- Las prohibiciones de 
conducción de vehículos a 
motor. 

- La atribución de custodia de 
menores. 

- Etc. 

 

LA LIBERTAD 
PROVISIONAL 

Restringe la libertad de 
movimientos del imputado, 

imponiéndose obligaciones y 
condiciones para el 

aseguramiento de su 
comparecencia en el 

procedimiento. 

Compartiendo objetivos de la 
prisión provisional, podrá ir 

acompañada del pago de una 
“fianza” 

LA PRISIÓN PROVISIONAL 

Conocida también como 
prisión preventiva, es la 

medida por la que se priva de 
libertad al imputado, durante 

un tiempo imprescindible 
para la defensa de los bienes 
jurídicos fundamentales. Está 

considerada como la 
intromisión más grave del 

Estado sobre el individuo (de 
forma lícita) 

MEDIDAS CAUTELARES 
PERSONALES ESPECÍFICAS 

- La detención por particulares (artículos 490 a 491 de la LECrim). 

- La detención policial (artículo 492 de la LECrim). 

- La detención judicial (artículos 420, 487, 494 y 684.3 de la LECrim). 

- La detención acordada por el Ministerio Fiscal (artículo 5.2 del Estatuto del 
Ministerio Fiscal). 

 Referente a la duración de la detención se establece que la misma durará 
el tiempo estrictamente necesario para la averiguación y esclarecimiento 
de los hechos, aunque se deberá tener en cuenta de que la privación de 
libertad vendrá condicionada a unos tiempos de duración, en base al 
artículo 496 de la LECrim, artículo 520.1 de la LECrim y 17.2 de la 
Constitución española. 

 
 LAS MEDIDAS CAUTELARES ESPECÍFICAS. 

 Esta tipología de medidas abarca varios supuestos, aunque los 
más destacables son: 

 
DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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Como medida cautelar personal específica más gravosa, se encuentra la 
prisión provisional, con la que se evita el riesgo de fuga de encausado, 
dando efectividad al desarrollo del proceso y a la ejecución de la 
sentencia. 

Regulada en el Capítulo III, del Título IV del Libro II de la LECrim, posee 
como características principales las siguientes: 

- Es una medida cautelar en la que concurren: 

» La Instrumentalidad. 

» La Provisionalidad y la Variabilidad. 

» La Temporalidad. 

» La Jurisdiccionalidad. 

- Es una medida cautelar personal que afecta al derecho a la libertad y al 
principio de presunción de inocencia, evitándose con ella el riesgo de fuga. 

- Su régimen jurídico es desarrollado en los artículos 502 a 519 de la LECrim, 
sin obviar el tratamiento de los presos preventivos que se regulan en los 
artículos 520 a 527 de la LECrim. 

- Es una medida excepcional para no esperar hasta el desarrollo del juicio 
en libertad, fijándose taxativamente los supuestos de prisión provisional. 

- Estas medidas deberán respetar el principio de proporcionalidad. 

En cuanto a sus modalidades, la prisión provisional posee tres tales como: 
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La duración de la prisión provisional genera por su gravedad una necesaria 
concienciación de la protección del derecho a la libertad del “no 
condenado”, de tal manera que se hará indispensable la fijación de unos 
máximos legales de duración. Estos plazos máximos de duración de la 
prisión provisional, se han ido modificando con el paso del tiempo hasta 
su adecuación, siendo los mismos de aplicación conforme a la 
razonabilidad y amoldándose a las concretas circunstancias de cada caso 
concreto. De esta manera los plazos máximos guardarán relación directa 
con las penas que lleven aparejadas los hechos delictivos, atendiéndose 
como citamos en anterioridad a la proporcionalidad de la duración en 
base a la gravedad del caso. 

 

 

Por otro lado, la Libertad Provisional no se restringirá excepto en los 
limites absolutamente indispensables para asegurar a la persona así como 
también impedir la comunicación que pueda entorpecer la instrucción de 
la causa, proclamándose su excepcionalidad de la prisión provisional. 

Se entiende que la Libertad Provisional se encuentra a camino entre la 
prisión provisional y el normal estado de libertad del ciudadano no 
inculpado, donde sus rasgos más característicos se sitúan en: 

- Es una medida cautelar donde son importantes: 

PRISIÓN 
PROVISIONAL 
COMUNICADA 

(ARTÍCULO 523 A 526 
LECRIM)

PRISIÓN 
PROVISIONAL 

ATENUADA 
(ARTÍCULO 508 

LECRIM)

PRISIÓN 
PROVISIONAL 

INCOMUNICADA 
(ARTÍCULO 509 

LECRIM)

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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• LA FIANZA 

• LAS OBLIGACIONES DE COMPARECENCIA PERIÓDICA 

• LA ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO PREVENTIVO O DE PROHIBICIÓN 
DE DISPONER DE LOS BIENES 

• LA RETENCIÓN DEL PASAPORTE 

• LA PRIVACIÓN PROVISIONAL DE USAR EL PERMISO DE CONDUCIR 

• LA PROHIBICIÓN DE RESIDENCIA, ACERCAMIENTO O COMUNICACIÓN CON 
DETERMINADAS PERSONAS , "ORDEN DE ALEJAMIENTO" 

• LAS PERSONAS JURÍDICAS PODRÁN ADOPTAR LA CLAUSULA TEMPORAL DE LOS LOCALES O 
ESTABLECIMIENTOS, LA SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES SOCIALES Y LA INTERVENCIÓN 
JUDICIAL 

» La Instrumentalidad. 

» La Provisionalidad y Variabilidad. 

» La Temporalidad. 

» La Jurisdiccionalidad. 

- Son medidas cautelares personales, con la finalidad de asegurar el proceso 
y su desarrollo así como la ejecución de la posible sentencia. 

- Su régimen jurídico se desarrolló mediante los artículos 528 a 544 de la 
LECrim. 

- Esta medida trata el estado normal frente a la prisión provisional. 

- Siempre deberá mantener el respeto al principio de proporcionalidad. 

Mediante el presente esquema, se citarán las obligaciones que 
comportan este régimen de libertad provisional, siendo muy 
diversas en la actualidad, siendo estas: 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 



 
L A  P O L I C Í A  L O C A L  Y  S U  R E L A C I Ó N  C O N  E L  Á M B I T O  P R O C E S A L  ( M E D I D A S  

C A U T E L A R E S  Y  S O B R E S E I M I E N T O )  
Página 20 

LAS MEDIDAS CAUTELARES PATRIMONIALES. 

Las medidas cautelares patrimoniales, son también conocidas como 
medidas cautelares reales, donde comparte su naturaleza con las medidas 
de carácter general, en busca de dar respuesta al fin económico. 

Normalmente consisten en la adopción de medidas para preservar el 
patrimonio sobre el que hacer efectiva la resolución que recaiga así como 
en la prestación de fianzas que dé garantías de pago en lo que respecta a 
la responsabilidad pecuniaria futura. 

Estas responsabilidades pecuniarias podrán ser de dos tipos, tales como: 

- Penales, cuando deriven de responsabilidad penal, como por ejemplo 
las penas de multa, costas procesales, etc. 

- Civiles, cuando deriven de responsabilidad civil el hecho delictivo, como 
por ejemplo la reparación o restitución de la cosa, la indemnización por 
perjuicios, etc. 

 

Tampoco debemos olvidar los casos donde exista un procedimiento con 
decomiso autónomo, ya que regirán las normas del juicio verbal de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, en lo respectivo a la solicitud del decomiso de 
bienes, efectos o ganancias, tal y como indica el artículo 803 ter e) de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Mencionado esto continuaremos con las clases de medidas que se 
distinguen, habiendo dos clases: 

- Dar garantías a la condena a restituir, como puede ser el secuestro u 
ocupación de bienes o cosas, intentando garantizar esa restitución de la 
cosa como posible manifestación de la condena civil. 

- La condena a una obligación pecuniaria, donde para garantizar esa 
responsabilidad pecuniaria se pueden mencionar la fianza, el embargo, la 
pensión provisional y la intervención inmediata de un vehículo, etc. 

De esta forma, podemos citar que las medias que se podrán adoptar son 
las que se exponen a continuación: 
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» La fianza. (Artículo 589.1 LECrim) 

» El embargo. (Artículo 589 y 597 a 614 LECrim). 

» La anotación preventiva. 

» La pensión provisional. (Artículo 765.1) 

» La intervención inmediata del vehículo. (Artículo 764.4) 

» Las medidas de desarrollo de la orden de protección a las víctimas de 
violencia doméstica. (Artículos 544 LECrim) 

» La orden de retirada de contenidos o servicios ilícitos en los delitos de 
enaltecimiento de terrorismo. (Artículo 578.5 CP) 

» Las medidas contra personas jurídicas. (Artículo 33.7 “in fine” del CP y el 
artículo 129 CP) 

 

Otra de las cosas a tener en cuenta es el artículo 764 de la LECrim, donde 
nos remite a la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), apreciándose en su 
lectura varias medidas patrimoniales. Estas medidas reguladas en la LEC 
son “númerus apertus”, que recoge una lista abierta donde la autoridad 
judicial podrá adoptar cualquier medida patrimonial que considere 
oportuna. 

Además la Ley de Enjuiciamiento Civil permite novedosamente que la 
medida cautelar pueda ser sustituida por la prestación de caución 
suficiente y bastante por parte del destinatario, garantizándose el efectivo 
cumplimiento de la sentencia estimatoria dictada, en base al artículo 746 
de la LEC. 

Para concluir este punto, adjunto un pequeño cuadro resumen donde se 
indican las especificaciones más importantes a tener en cuenta en 
referencia a las medidas cautelares. 
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Las medidas cautelares son adoptadas con la finalidad de asegurar un 
resultado futuro que pudiera producirse, donde su objeto es la 
preservación anticipada de una consecuencia previsible que se realizará 
en el curso del proceso. 

Para la solicitud de las medidas cautelares no será preceptiva la 
intervención ni de Abogado ni de Procurador. 

Se deberá atender a los principios de la solicitud de las medidas cautelares 
donde el Juez la acogerá en base a: 

- El peligro por la mora procesal. 

- La apariencia del buen derecho. 

- La caución. 

Existen tres tipos de medidas cautelares como son: 

- Las medidas cautelares personales. 

- Las medidas cautelares específicas. 

- Las medidas cautelares patrimoniales. 

RESUMEN DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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2. EL SOBRESEIMIENTO. 

El sobreseimiento se encuentra regulado en el Real Decreto de 14 
de septiembre de 1882, por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, situado en su Libro II “del sumario”, Título XI “de la conclusión 
del sumario y del sobreseimiento” y más concretamente en su Capítulo II, 
“el sobreseimiento”. 

Un proceso penal no tiene por que terminar únicamente por “Sentencia” 
tras la celebración del juicio oral, ya que éste puede terminar sin la 
necesidad de celebrarse el juicio o incluso paralizarse en su tramitación, 
motivado por la falta de algún requisito esencial para la apertura de la fase 
o para la continuación de la causa. 

Este conjunto de condiciones son agrupados en la institución bajo el 
nombre de “sobreseimiento”, aunque es cierto que la Ley regula dos cosas 
muy distintas bajo ese concepto. 

La esencia del “sobreseimiento”, podemos extraerla desde el ámbito de 
cuando la justicia y los fines exigibles en el proceso penal obligan a su fin, 
fundamentado por: 

- La inocencia del sospechoso. 

- La inexistencia de comisión de hecho punible. 

También es muy reconocible la figura del “archivo provisional”, que 
aunque no tiene nada que ver con el “sobreseimiento”, se usa para 
paralizar momentáneamente el proceso puesto que al tenerse constancia 
de la consecución de un delito, esta paralización surge por la falta de 
pruebas determinantes en referencia a ese delito o a su autoría. 

Continuaremos nuestra exposición indagando sobre la agrupación que la 
Ley realiza para las diferentes causas existentes en el sobreseimiento, 
pudiéndose destacar: 
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El proceso se paraliza, teniendo como efecto el 
archivo de la causa. 

En contra del sobreseimiento libre, es la resolución 
judicial que momentáneamente paraliza el proceso, 

no permitiendo la apertura de juicio oral, dada la 
carencia de elementos fácticos suficientes para 

realizar la acusación de la persona o no hallarse en 
disposición del Tribunal el imputado, pudiendo 
levantarse tal medida tras la subsanación de lo 

mencionado 

El proceso es impedido en definitiva, teniendo 
como efecto el archivo de la causa. 

Es la resolución judicial que pone fin al proceso, 
concluida la fase preliminar y antes de la apertura 

del juicio oral, con efecto de cosa juzgada y con 
equivalencia a sentencia absolutoria, por 

inexistencia de acusación fundada por inexistencia 
del hecho o por la impunibilidad del mismo, dando 
como resultado la no responsabilidad criminal del 

que hasta entonces era considerado presunto 
autor. 

SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL SOBRESEIMIENTO LIBRE 

SOBRESEIMIENTO 

 

 

 

Tras estas dos causas, la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim) trató que 
ambas fueran competencia funcional de la Audiencia Provincial, como 
órgano jurisdiccional colegiado en cuanto al conocimiento del juicio oral y 
del dictamen de la sentencia, en base al artículo 632 LECrim, lográndolo 
para los procedimientos por delitos más graves. 

Por el contrario en el procedimiento abreviado así como en los 
procedimientos especiales de enjuiciamiento rápido y en los juicios por 
delitos leves, la decisión no corresponderá a quien va a conocer de juicio 
oral, sino al Juzgado de Instrucción. 

 

En cualquiera de sus modalidades, el “sobreseimiento” dictado en la 
resolución final, será denominado en “auto”. De ello más la suma de lo 
anterior se puede entender que: 
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SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL 

En algunos casos, tras el dictamen 
de la resolución "auto" durante la fase 

instructora o intermedia, se suspende el 
procedimiento, pudiendo reabrirse tras 

concurrir determinadas premisas. 

SOBRESEIMIENTO LIBRE 

Si pone fin al 
procedimiento con 

efectos de cosa juzgada 
Diseño esquema propio ® 

 

 

En lo referente a las clases de sobreseimiento, el Real Decreto de 14 de 
septiembre de 1881, por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (LECrim), redacta en su artículo 634 que el sobreseimiento podrá 
ser: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sobreseimiento 

Libre 

Sobreseimiento 

Provisional 

Sobreseimiento 

Total 

Sobreseimiento 

Parcial Diseño esquema propio ® 

Se da con el fin del proceso solo de cara a 
algunos enjuiciados. En el auto del 

sobreseimiento aparecerá el llamamiento a 
juicio oral de los exentos 

Tiene lugar cuando afecta a todos los inmersos 
en el mismo proceso, archivándose las 

actuaciones 

CLASES DE 
SOBRESEIMIENTO 

Abandono del proceso por considerar 
evidente la irresponsabilidad del acusado 

Terminación del proceso por falta de 
pruebas que corroboren la acusación 
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Reviste importancia la variedad y cantidad de análisis realizados por el 
Tribunal Constitucional así como por sus detractores, que han sido por 
norma general los acusadores por ser contraria a la tutela judicial efectiva 
que refiere el artículo 24.1 de la Constitución española y en donde según 
estos análisis mediante la Sentencia STC 157/1990, de 18 de octubre, ni la 
Constitución otorga un derecho de obtención de condenas penales, ni se 
confundirá el derecho a la jurisdicción penal como instrumento “ius 
puniendi”, con el derecho material a penar ya que corresponderá al Estado 
su exclusiva naturaleza pública y su titularidad. 

Por lo tanto en base al artículo 24 de la Constitución española, una acción 
penal no comportará un derecho incondicionado a la apertura y 
substanciación del procedimiento penal, ya que solo obtendrá durante la 
fase de instrucción, un pronunciamiento motivado del Juez sobre la 
calificación jurídica de los hechos, dando motivos de la inadmisión de las 
actuaciones o sobreseimiento y el archivo de las mismas. De esta forma, 
las exigencias derivadas del derecho a la tutela judicial efectiva se verán 
satisfechas mediante la resolución de inadmisión fundamentada en la 
exclusión “ab initio”. 

Prosiguiendo la descomposición del artículo 24 de la Constitución 
española, entra en escena el apartado dos (2), donde protege a los objetos 
de la acción penal en contra y a todos cuanto acuden ante el Juez y el 
Tribunal, en defensa de sus derechos e intereses legítimos. Añadir 
también a estos a los que por medio de una querella tratan de evadir la 
acción penal frente a los que se sienten responsable de los actos delictivos 
en su perjuicio. 

Una vez que los hechos han sido admitidos, se estudiará sobre la situación 
del implicado en el proceso penal, en función del derecho que tiene a la 
presunción de inocencia y a su defensa, presuponiéndose también el no 
alargar innecesariamente la instrucción del proceso, tras haberse 
constatado la inexistencia de criminalidad. Anteriormente se mencionaba 
la titularidad estatal del “ius puniendi”, donde se comporta el 
pronunciamiento motivado del Juez en su calificación jurídica, 
reflejándose las razones de la inadmisión de la tramitación, como por 
ejemplo y en base a la LECrim la irrelevancia penal y la denegación del 
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procedimiento así como su finalización. 

Por todo lo expuesto, cuando nos encontremos ante unos hechos 
constitutivos de delito, mediante el escrito de una querella o su denuncia, 
el Juez instructor incoará las diligencias para posteriormente practicar las 
pruebas necesarias para el esclarecimiento de los hechos. 

El Tribunal Constitucional en lo que concierne al ámbito y a la extensión de 
la instrucción, reiterará en la regulación del procedimiento abreviado de 
los artículos 789 y 790 de la LECrim, la no obligación a la práctica de las 
diligencias perdidas por las partes, y en base a lo analizado deberá decidir 
a su criterio motivado la resolución que estime aplicable, puesto que la 
apreciación de indicios de criminalidad no será trasladable al ámbito 
constitucional. El Derecho a la tutela judicial efectiva no otorgará a sus 
titulares la compatibilidad con un pronunciamiento motivado del órgano 
judicial en su fase de instrucción, siempre que entienda que los hechos 
imputados carecen de ilicitud. 

 

Recopilando todo lo expuesto, podemos distinguir entre dos 
clasificaciones de sobreseimiento: 

1. Sobreseimiento Total o Parcial, si el “auto” afecta a todos los hechos 
enjuiciados o a parte de los mismos, así como a todas o a parte de las 
personas enjuiciadas. 

2. Sobreseimiento Libre o Provisional, si el “auto” pone fin al 
procedimiento penal o lo suspende, existiendo la posibilidad de 
reapertura. 

 

De ello y del artículo 634 de la LECrim, se entiende que aunque posean 
distinto fundamento existe compatibilidad entre sí, podría fundar 
modalidades de sobreseimiento tales como: 
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Diseño esquema propio ® 

Libre Total 

Libre Parcial 

Provisional Total 

Provisional Parcial 

 

 

 EL SOBRESEIMIENTO TOTAL O PARCIAL. 

Debemos prestar mucha atención en este apartado a las diferencias que 
ofrece del sobreseimiento la Ley de Enjuiciamiento Criminal, donde 
puntualiza que se encuentra en el alcance de la resolución. Tras ello se 
deduce que será de un tipo u otro cuando el “auto” del sobreseimiento 
afecte a todos los procesados o a una parte, realizándose la apertura de 
juicio oral para los restantes. 

Existen autores que no entienden únicamente esta tipología de 
sobreseimientos por sujetos procesado por un hecho, refiriéndose a la 
acumulación de diferentes procesos penales por delito, con lo que 
conllevará a la afectación del “auto” de manera total o parcial, de todos o 
de algunos de los hechos que se investiguen, con lo que se nos 
presentaran dos vías como son: 

» Estar ante un sobreseimiento de razones subjetivas, centrado 
únicamente en la figura del procesado. Entre ambos tipos se distingue la 
extensión subjetiva del “auto” que hemos citado, ya que se fija en: 

≠ El número de procesados sobre los que se ha dictado el “auto” de 
sobreseimiento. 

≠ La apertura del juicio oral. 

Así se entiende que el sobreseimiento total, en base al artículo 634.2 de la 
LECrim será un “auto” subjetivamente completo, mientras que por el 
contrario el sobreseimiento parcial será incompleto en base al artículo 
634.3 de la LECrim, por lo que se realizará la apertura de juicio oral contra 
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los sujetos que no han sido objetos del “auto” de sobreseimiento, 
haciéndose referencia con esto al artículo 640 de la LECrim. 

 

» Para distinguir entre el sobreseimiento libre y el parcial habrá de 
establecerse un elemento objetivo, como por ejemplo la acumulación de 
delitos dependiendo si el “auto” afecta a todos o a una parte de los 
hechos investigados. 

Hemos aprendido que para ambos puntos, surgirán dos resoluciones 
como son la de sobreseimiento y la apertura de juicio oral que afectarán 
parcialmente tanto a los hechos como a los procesados. 

 
 
 EL SOBRESEIMIENTO LIBRE O PROVISIONAL. 

Ya sabemos que la finalización del proceso penal puede suceder sin acudir 
a la fase de juicio oral o incluso esta puede paralizarse, donde ese 
paralización podrá ser la llave de reapertura de la causa. 

El sobreseimiento libre trata la finalización del proceso, mientras que en el 
sobreseimiento provisional se trata la paralización. 

» El sobreseimiento libre es el fin anticipado de un proceso penal en el que 
no cabrá reapertura tras el examen de la instrucción, con lo que procederá 
al “archivo” definitivo. Así se produce por el efecto de la cosa juzgada 
material, donde la incoación de un nuevo procedimiento no procederá 
contra una misma persona por el mismo hecho, impidiendo la entrada de 
la causa a la fase de juicio oral dada la falta de presupuestos en su 
apertura. 

Este sobreseimiento libre se acordará en base al artículo 637 de la LECrim, 
aunque podrá darse el dictamen del “auto” tras abrirse la fase de juicio 
oral por las excepciones redactadas en los artículos 675 y 677 de la 
LECrim. Se ha citado que el artículo 637 de la LECrim contiene unos 
requisitos que son: 

Ø C uando no existan indicios racionales de haberse perpetrado el hecho 
q ue hubiere dado motivo a la formación de la causa. 
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Dada la inexistencia del hecho, se entiende con absoluta convicción por el 
órgano jurisdiccional que el hecho material que originó la causa no existe 
en realidad, como puede suceder en una causa por un delito de homicidio 
y el “muerto” aparece vivo a posteriori. (Juicio del Juez exclusivamente 
fáctico). 

Ø Cuando el hecho no sea constitutivo de delito. 

Nos encontramos así con la existencia de un hecho pero que el mismo no 
es punible “atípico”, conteniendo el órgano jurisdiccional al igual que en el 
apartado anterior certeza absoluta. La diferencia entre ambos puntos es 
que en este caso la valoración del Juez será fáctica y jurídica, como por 
ejemplo un procedimiento preliminar por “estafa”, que tras ser 
investigado da como resultado una deuda civil. 
Que los hechos no sean constitutivos de delitos no quiere decir que 
siempre sean causa de sobreseimiento, ya que eso dependerá de la 
acreditación del extremo en el proceso y no siempre se ofrecerán las 
mismas garantías por lo que deberemos saber separar entre: 
 
 Si los hechos no son constitutivos de delito en el momento de formular 
la denuncia, la autoridad no la admitirá a trámite. 

 Si es en el momento de la querella, el Juez igualmente la inadmitirá. 

 Si es en el momento de dictar sentencia, procederá la absolución. 

 Si es “atípica” a posteriori, cabrá la revisión de la condena. 

 

Para esta causa, lo verdaderamente importante es que “supra” permite 
que el órgano jurisdiccional en los procedimientos por delitos más graves, 
en los procedimientos abreviados y en los de enjuiciamiento rápido, la 
desvinculación de la petición de apertura del juicio oral, pudiendo 
acordarse el sobreseimiento de oficio, donde únicamente para los 
procedimientos de delitos más graves la LECrim permite “la casación” y en 
los procedimientos abreviados y enjuiciamiento rápido permite 
“apelación”. 
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Ø C uando aparezcan exentos de responsabilidad criminal los procesados 

c omo autores, cómplices o encubridores. 

Ante la falta de indicios de responsabilidad criminal, se procederá al 
sobreseimiento libre, dada la certeza absoluta del órgano jurisdiccional de 
esa falta de indicios sobre la persona imputada, de la que su valoración 
afectará también al derecho. 

Esta práctica no es fácil ya que probar la falta de indicios en ocasiones solo 
es probable tras la práctica de la prueba en el juicio oral y no antes, 
motivo por el que la jurisprudencia ha sido siempre preventiva mediante 
la preferencia de no acogerse al sobreseimiento y así dejar las dudas en el 
acto de la vista. 

Inicialmente es verdad que cuando el imputado no haya participado en los 
hechos la causa debería ser sobreseída, al igual que ante la falta de 
culpabilidad o por la existencia de antijuridicidad o punibilidad de la 
acción. 

Se deberá tener muy presente que en los procedimientos abreviados esto 
permitirá al Juez de Instrucción, la desvinculación de la petición de 
apertura del juicio oral, donde se podrá decretar el sobreseimiento libre, 
pudiéndose presentar en su contra “recurso de apelación”. Con ello se 
pone en peligro desde el punto de vista de la acusación particular los 
artículos 14 y 24.1 de la Constitución española “el principio de igualdad y 
derecho a la tutela judicial efectiva respectivamente”. 

» El sobreseimiento provisional es una resolución que conduce a la 
suspensión del procedimiento penal, pero pudiendo reabrirse si 
apareciesen nuevas pruebas relacionadas con la causa y que su reapertura 
se basara en el nuevo material probatorio y no en el que provocó su 
archivo. Este tipo de sobreseimiento se encuentra regulado en el artículo 
641 de la LECrim. Es verdad que varios autores no se han encontrado en 
consonancia con el sobreseimiento provisional donde en la antigua figura 
de la “absolución” concurrían en ambas las mismas consecuencias. Este 
artículo 641 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se encuentra redactado 
con el siguiente literal: 
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“Procederá el sobreseimiento provisional: 

1º. Cuando no resulte debidamente justificada la perpetración del delito 
que hay dado motivo a la formación de la causa. 

2º. Cuando resulte del sumario haberse cometido un delito y no haya 
motivos suficientes para acusar a determinada o determinadas personas 
como autores, cómplices o encubridores.” 

Estos supuestos de sobreseimiento provisional para los actos de 
investigación practicados durante la fase instructora, pondrán de relieve la 
falta de fundamentos de la pretensión punitiva, tanto por su dimensión 
objetiva como en la subjetiva. 

En cuanto a la presentación de otros supuestos se pueden mencionar los 
que condicionan la válida iniciación del procedimiento, que darán lugar al 
sobreseimiento provisional de las actuaciones, por la que mediante la 
omisión del impedimento de iniciación del trámite quedará “sin efecto”. 

Referente a las peculiaridades de que el investigado padezca una 
enfermedad mental que le impida el conocimiento y las consecuencias del 
juicio penal (con base biológica), durante el curso de la instrucción la 
misma quedará constatada, comprobándose fehacientemente que ese 
sujeto no podrá orientar a su letrado o ejercer su derecho a la 
autodefensa, donde según la Jurisprudencia se podrá materializar 
mediante el derecho a la última palabra. 

Nuestra Jurisprudencia considera que el ejercicio del derecho a defensa 
impedirá que se juzgue a la persona, cuando tenga sus facultades 
mermadas en el momento del plenario. Paralelamente será irrelevante 
que la demencia concurriera al producirse el hecho ilícito o que el mismo 
se haya sobrevenido con posterioridad, ya que con el enjuiciamiento se 
afectará al derecho a la defensa. (Sentencia del Tribunal Supremo STS de 
14 de junio de 2006). 
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Diseño esquema propio ® 

Pasemos a continuación a puntualizar los efectos respectivos que la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal contiene en su redacción, en referencia a los 
sobreseimientos que como ya se ha reflejado pueden ser libres o 
provisionales y totales o parciales. Estos efectos podemos 
descomponerlos en efectos comunes y efectos especiales, por lo que a 
través del siguiente esquema desarrollaremos a los mismos para 
interiorizar mejor estos conceptos. 

 

 

 

 

 

Sobreseimiento 
Provisional 

En este caso al 
no ser una 

resolución de 
fondo definitiva, 

no produce 
efectos de cosa 

juzgada material. 

Se produce sin 
lugar a dudas la 
paralización por 
suspensión de la 
causa penal así 

como su 
consiguiente 

archivo 
provisional. 

Sobreseimiento 
Libre 

Los efectos 
desplegarán su 

eficacia en base a 
su acusación, a la 
persona acusada 

y al propio 
proceso. 

Sobreseimiento 
Parcial 

Se abrirá el juicio 
oral en base a los 
imputados que no 

les favorezca la 
declaración, como 
redacta el artículo 

634.2 de la 
LECrim. 

Con ello la causa 
no se archiva, 

permaneciendo 
las pruebas de 
convicción en 

poder del 
tribunal. 

Sobreseimiento Total 

Los efectos del 
archivo de la causa 

se producen en 
base al art. 634.3 
de la LECrim y se 
ordena el destino 
de las piezas de 

convicción en base 
a que tenga dueño 
conocido o no (art. 
635.4 y art 634.3 

de la LECrim 
respectivamente). 

EFECTOS ESPECIALES EFECTOS COMUNES 

EFECTOS DEL SOBRESEIMIENTO 
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De los posibles problemas procesales que pudiesen surgir, destaca el 
traslado a los perjudicados no personados de la procedencia del 
sobreseimiento, por voluntad de los acusadores de no formular la 
acusación así como que no cabrá el sobreseimiento tácito. 

Además en lo que respecta a la petición de sobreseimiento, tanto en los 
delitos más graves como en los procedimientos abreviados y 
enjuiciamientos rápidos, deberán ser realizados por la parte acusadora, 
mediante escrito que exprese su total acuerdo con el auto de conclusión 
del sumario, de las diligencias previas o de las diligencias urgentes 
dictadas por el Juez de Instrucción, como alternativa a la petición de 
apertura del juicio oral. 

Posteriormente a la tramitación tal y como indica la Ley, esta difiere de si 
el sobreseimiento es pedido por una persona o por todas las partes 
implicadas. De esta forma la petición de sobreseimiento que el imputado 
a realizado carecerá de relevancia jurídica, excepto en su contribución 
para la convicción del órgano jurisdiccional. 

 

LA PETICIÓN DE SOBRESEIMIENTO 
POR TODAS LAS PARTES  

ACUSADORAS PERSONADAS
Aquí si el Ministerio Fiscal, el acusador 

particular y el acusador popular, solicitan 
el sobreseimiento , el órgano judicial 

quedará vinculado, tanto si se ha  
solicitado el sobreseimiento libre como el 

sobreseimiento provisional

LA PETICIÓN DE APERTURA DEL 
JUICIO ORAL POR ALGUNA DE LAS 

PARTES ACUSADORAS  
PERSONADA

A consecuencia del principio acusatorio y  
las indicaciones "supra" , el tribunal se 

verá obligado a abrir el juicio oral , 
excepto si considera los hechos "atípicos", 
que produciría el sobreseimiento libre, al 

igual que en los procedimientos 
abreviados  donde el instructor no 
observe indicios de criminalidad.

En los demás casos de sobreseimiento 
libre o provisional la apertura  de juicio 

será inevitable
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Los recursos posibles como medios de impugnación de los autos de 
sobreseimiento pueden ser de diferente tratamiento, en base a sus clases, 
sus motivos y el procedimiento ordinario donde se acuerden. La Ley nos 
expresa que contra los autos de sobreseimiento, sólo procederá en su 
caso, el recurso de casación, tal y como refleja el artículo 636.1 de la 
LECrim. Esto podrá ser interpretado de la siguiente manera: 

 

* LOS AUTOS DE SOBRESEIMIENTO LIBRE: 

Cuando impiden la interposición de la pretensión al negar fundamento a la 
acusación, no serán sometidos sobre el mismo régimen impugnatorio, ni 
en lo que respecta a la atención de la causa como tampoco en la atención 
al proceso dictado. Esto tiene gran consideración y debemos aprender: 

- Que para los delitos más graves y en base al artículo 636 de le LECrim, 
únicamente serán recurribles. Igualmente los serán en casación, conforme 
al “auto” de los hechos atípicos que sobresea, asimismo llamado por la 
Ley los “no constitutivos de delitos” (art. 637.2 de la LECrim). En la 
actualidad tras la reforma de la LECRIM por medio de la Ley 41/2015, de 5 
de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la 
agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías 
procesales, siempre que la causa haya sido dirigida contra el encausado 
por resolución judicial que suponga la imputación fundada, podrá 
sobreseerse al no existir indicios racionales de criminalidad. 

- La resolución que acuerde el sobreseimiento, tanto para el artículo 637.2 
de la LECrim como para el artículo 637.3 de la LECrim, en referencia a los 
procedimientos abreviados, podrán ser recurribles en apelación ante la 
“Audiencia Provincial” por la aplicación del artículo 766.1 de la LECrim, 
dado que no existirá norma expresa. 
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* LOS AUTOS DE SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL: 

En este punto se aprecian diferencias palpables ya que no se existirá 
recurso alguno contra el proceso dictado por los delitos más graves, por lo 
que al no ser resoluciones definitivas no cabra la suplica, ni casación. Decir 
también que la Ley no recoge específicamente algún recurso contras 
estas. 

Ahora bien, el tratamiento respecto a un procedimiento abreviado posee 
una diferencia, ya que aunque el sobreseimiento sea provisional, en ellos 
si cabrá el recurso de apelación, no solo en el caso de quedar 
comprendido en la declaración general, sino que además es la resolución 
denegatoria de la apertura del juicio oral. 

 

Finalmente se aporta un pequeño esquema donde a mi entender se citan 
las conclusiones más destacables de la presente obra, siendo estas: 

 

1
•El sobreseimiento es una de las resoluciones judiciales que podrán poner fin al proceso penal o 

suspenderlo.

2
• La resolución por la que se adoptó el sobreseimiento tendrá forma de "auto" y estará correctamente 

motivada.

3
• La Ley de Enjuiciamiento Criminal regulará los motivos por los que se podrá adoptar el sobreseimiento 

libre o provisional.

4
• La solicitud del sobreseimiento de la causa se podrá formular en momentos diferentes y dependiendo 

del procedimiento.

5

• La vinculación del órgano jurisdiccional a la petición de sobreseimiento de las partes dependerá de si 
es unánime, donde el Juez o Tribunal quedarán vinculados ya que si el Juez observa alguna de las 
excepciones redactadas en el artículo 20 del Código Penal, devolverá a las partes la causa, continuando 
el juicio hasta la sentencia, a los efectos de la imposición de las medidas de seguridad y del 
enjuiciamiento de la acción civil. 

• Para los casos con procedimientos ante el Tribunal del Jurado, el Juez de Instrucción adoptará las 
resoluciones contenidas en los artículos 642 y 644 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

6
• Tanto el sobreseimiento libre como el provisional, tendrán efectos comunes y específicos.

7
• Los recursos que se podrán imponer contra los autos de sobreseimiento dependerán del procedimiento 

y del órgano jurisdiccional que lo dicta.



 
L A  P O L I C Í A  L O C A L  Y  S U  R E L A C I Ó N  C O N  E L  Á M B I T O  P R O C E S A L  ( M E D I D A S  

C A U T E L A R E S  Y  S O B R E S E I M I E N T O )  
Página 37 

 BIBLIOGRAFÍA Y WEBGRAFÍA CONSULTADA: 
 
» LEGISLACIÓN: 
 

- Constitución Española de 1978. Departamento Cortes 
Generales, publicado en «BOE» núm. 311, de 29 de diciembre 
de 1978, referencia BOE-A-1978-31229. Recuperado de  
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978- 31229 
 

- Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
Departamento Jefatura de Estado, publicado en «BOE» núm. 
281, de 24 de noviembre de 1995, referencia BOE-A-1995-
25444. Recuperado de 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1995/BOE-A-1995-25444-
consolidado.pdf 
 

- Ley Orgánica 1/2015, de 30 marzo, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
Departamento Jefatura de Estado, publicado en «BOE» núm. 
77, de 31 de marzo de 2015, referencia BOE-A-2015-3439. 
Recuperado de https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-
2015-3439 

 

- Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, de Poder Judicial. 
Departamento Jefatura de Estado, publicado en «BOE» núm. 
174, de 22 de julio de 2015, referencia BOE-A- 2015-8167. 
Recuperado de 
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE- A-2015-8167 

 

 

 

 



 
L A  P O L I C Í A  L O C A L  Y  S U  R E L A C I Ó N  C O N  E L  Á M B I T O  P R O C E S A L  ( M E D I D A S  

C A U T E L A R E S  Y  S O B R E S E I M I E N T O )  
Página 38 

- Ley 1/2000, de 07 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 
Departamento Jefatura de Estado, publicado en «BOE» núm. 7, 
de 8 de enero de 2000, referencia BOE-A-2000-323. 
Recuperado de https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-
2000-323 

 

- Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización 
procesal. Departamento Jefatura de Estado, publicado en 
«BOE» núm. 245, de 11 de octubre de 2011, referencia BOE-A-
2011-15937. Recuperado de 

 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2011-15937 

 

- Ley 13/2009, de 03 de noviembre, de reforma de la legislación 
procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial. 
Departamento Jefatura de Estado, publicado en «BOE» núm. 
266, de 4 de noviembre de 2009, referencia BOE-A-2009-
17493. Recuperado de 
 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-17493 

 

- Ley 3/1967, de 8 de abril, sobre modificación de determinados 
artículos del Código Penal y de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Departamento Jefatura de Estado, publicado en 
«BOE» núm. 86, de 11 de abril de 1967, referencia BOE-A-
1967-5578. Recuperado de 

 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1967-5578 

 

- Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se aprueba la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. Departamento Jefatura de Estado, 
publicado en «BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1982, 
referencia BOE-A-1982-837. Recuperado de 

 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1982-837 



 
L A  P O L I C Í A  L O C A L  Y  S U  R E L A C I Ó N  C O N  E L  Á M B I T O  P R O C E S A L  ( M E D I D A S  

C A U T E L A R E S  Y  S O B R E S E I M I E N T O )  
Página 39 

- Ley 41/2015, de 5 de octubre, de modificación de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, para la agilización de 
la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías 
procesales. Departamento Jefatura de Estado, 
publicado en «BOE» núm.239, de 6 de octubre de 
2015, referencia BOE-A-2015-10726. 

  Recuperado de https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-
2015-10726 

 

- Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, por el que se 
aprueba la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Departamento 
Ministerio de Gracia y Justicia, publicado en «BOE» núm. 260, 
de 17 de septiembre de 1882, referencia BOE-A-1882-6036. 
Recuperado de https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-
1882-6036 

 

- Real Decreto de 24 de julio de 1889, por el que se publica el 
Código Civil. Departamento Ministerio de Gracia y Justicia, 
publicado en «BOE» núm. 206, de 25 de julio de 1889, 
referencia BOE-A-1889-4763. Recuperado de 

 https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1889-
4763&p=20151006&tn=2 

 

- Real Decreto de 3 de febrero de 1881, por el que se aprueba el 
proyecto de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
Departamento Ministerio de Gracia y Justicia, publicado en 
«BOE» núm. 36, de 05 de febrero de 1981, referencia BOE-A-
1981-813. Recuperado de 

 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1881-813 

 

 



 
L A  P O L I C Í A  L O C A L  Y  S U  R E L A C I Ó N  C O N  E L  Á M B I T O  P R O C E S A L  ( M E D I D A S  

C A U T E L A R E S  Y  S O B R E S E I M I E N T O )  
Página 40 

» SENTENCIAS: 

- Sentencia del Tribunal Constitucional, STC 218/1994, de 18 de 
julio. Recuperada de https://hj.tribunalconstitucional.es/ 

 

- Sentencia del Tribunal Supremo, STS 845/2006, de 5 de 
septiembre. Recuperada de 
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder_Judicial/Tribunal_
Supremo/Juris prudencia/Jurisprudencia_del_TS 

 
- Sentencia del Tribunal Constitucional, STC 845/1990, de 18 de 

octubre. 

Recuperada de https://hj.tribunalconstitucional.es/ 

 

- Sentencia del Tribunal Supremo, STS de 14 de junio de 2006. 
Recuperada de 
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder_Judicial/Tribunal_S
upremo/Juris prudencia/Jurisprudencia_del_TS 

 

- Sentencia del Tribunal Supremo, STS de 09 de febrero de 2005. 
Recuperada de 
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder_Judicial/Tribunal_
Supremo/Juris prudencia/Jurisprudencia_ 

 

- Sentencia del Tribunal Supremo, STS de 23 de noviembre de 
2005.Recuperada de 
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder_Judicial/Tribunal_
Supremo/Juris prudencia/Jurisprudencia_del_TS 

 

 
 



 
L A  P O L I C Í A  L O C A L  Y  S U  R E L A C I Ó N  C O N  E L  Á M B I T O  P R O C E S A L  ( M E D I D A S  

C A U T E L A R E S  Y  S O B R E S E I M I E N T O )  
Página 41 

» LIBROS: 

- Juan Montero Aroca, Juan Luis Gómez Colomer, Silvia Barona 
Vilar, Iñaki Esparza Leibar, José F. Etxeberría Guridi, “Derecho 
Jurisdiccional III” (Proceso Penal), vigesimoquinta edición, 
volumen. Editorial Tirant lo Blanch, Libro IV “El proceso 
cautelar”, lección décimo primera, “Las medidas cautelares”, 
(páginas 272 a 314). 

 

- Teresa Armenta Deu, “Lecciones de Derecho procesal penal”, 
decimoprimera edición. Editorial Marcial Pons, Lección 10 
“Medidas Cautelares”, (páginas 217 a 247). 

 
 

- Gimeno Sendra, “Manual de Derecho Procesal Penal”, primera 
edición. Editorial Colex. 

 
 

- Juan Montero Aroca, Juan Luis Gómez Colomer, Silvia Barona 
Vilar, Iñaki Esparza Leibar, José F. Etxeberría Guridi, “Derecho 
Jurisdiccional III” (Proceso Penal), vigesimoquinta edición, 
volumen. Editorial Tirant lo Blanch, Libro V “El juicio oral y sus 
efectos”, lección décimo tercera, “El juicio oral”, (páginas 324 a 
334). 

 

- Teresa Armenta Deu, “Lecciones de Derecho procesal penal”, 
decimoprimera edición. Editorial Marcial Pons, Lección 12 “La 
Fase Intermedia. El sobreseimiento. Escritos de acusación y 
defensa; Calificaciones de las partes; auto de apertura del juicio 
oral”, Capítulo II “El sobreseimiento”, (páginas 260 a 264). 

 

- Gimeno Sendra, “Manual de Derecho Procesal Penal”, primera 
edición. Editorial Colex. 
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» OTROS: 
 

- Real Academia Española de la Lengua (RAE). Consultado en 
https://www.rae.es/ 

 
- Diccionario Jurídico Real Academia Española de la Lengua (DEJ). 

Consultado en https://dej.rae.es/ 

 

Nota: todos los artículos utilizados en la presente obra pueden haber sido redactados 
de forma literal de su base legislativa 


